Fuero Contencioso, Administrativo y Tributario; Cámara de Apelaciones; Sala II; ASESORIA TUTELAR CAYT Nº 2 ( OFICIO 1808/10) c/ GCBA. 04-09-2012. Causa Nº 43330 /0
///nos Aires, de septiembre de 2012. VISTO: el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de primera instancia que hizo lugar a la acción incoada y, CONSIDERANDO: 1. Que el Dr. Juan Carlos Toselli, titular de la Asesoría Tutelar de Primera Instancia Nº 2 del fuero, promovió acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, por considerar afectado su derecho a la información y el pleno ejercicio de las facultades de investigación previstas por la ley 1903. Explicó que, en el marco de actuaciones extrajudiciales tendientes al seguimiento exhaustivo de la situación de los niños, niñas y adolescentes que residen en el inmueble sito en la Av. Pueyrredón Nº 1166 de esta Ciudad, se libró el oficio ATCAYT2 Nº 1808/10, por el cual se solicitó a la Subsecretaría de Fortalecimiento Familiar y Comunitario del Ministerio de Desarrollo Social que informe acerca de las medidas adoptadas respecto de los grupos familiares que habitan dicho inmueble. Vencido el plazo para su contestación y sin haber obtenido respuesta alguna, libró oficio reiteratorio a los mismos fines, persistiendo el silencio de la demandada. Entendió que tal situación habilitó la vía judicial de conformidad con los dispuesto por el artículo 8º de la ley 104. 2. Que la señora juez de primera instancia admitió la acción planteada (cf. fs. 36/37). Para así decidir, manifestó que la documentación obrante en autos da cuenta de la falta de respuesta del GCBA a la requisitoria del accionante, lo que implica un incumplimiento de información en los términos de la ley aplicable. Puso de resalto que la petición articulada en sede administrativa no importa para la demandada la producción de información que no poseyera. Agregó que la información requerida por el señor Asesor Tutelar se encuentra eximida del consentimiento de los particulares, cuando los datos se recaben para el ejercicio de funciones propias de los poderes de la Ciudad de Buenos Aires, de conformidad con el artículo 7º, inciso 3 de la ley 1845 –de protección de datos personales- 3. Que contra lo decidido por la instancia anterior la parte demandada interpueso recurso de apelación (cf. fs. 42/49 vta.). Sus agravios pueden resumirse del siguiente modo: a) la Asesoría Tutelar carece de legitimación procesal en tanto no reviste el carácter de persona, según lo prescribe el artículo 14 de la CCABA; b) el objeto de la presente acción excede los límites de actuación establecidos por la ley orgánica del Ministerio Público; c) en autos no se ha acreditado una afectación de derechos en los términos del artículo 59 del Código Civil, que justifique la intervención del Asesor; d) la información requerida no es pública y – de haberla- ingresaría en las exclusiones previstas por el artículo 3º de la ley 104; e) no existe en la especie un deber de la Administración de actuar que justifique una condena a hacer, siendo también improcedente el exiguo plazo de cumplimiento establecido; f) la condena en costas es incorrecta dada las características funcionales del accionante. 4. Que, a fs. 60/64 vta., dictaminó en autos el señor Asesor Tutelar de Cámara, quien propició el rechazo del recurso de apelación articulado. 5. Que es menester recordar que, conforme al artículo 1º de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, “todos los actos de gobierno son públicos”. A su vez, el artículo 12 de nuestra carta magna local establece que “la Ciudad garantiza 2...el derecho a comunicarse, requerir, difundir y recibir información libremente y expresar sus opiniones e ideas, por cualquier medio y sin ningún tipo de censura.” Muchas son las normas constitucionales que aseguran el libre acceso a todo tipo de información que posean los organismos oficiales, y por ende, la inexistencia del secreto estatal (ver art. 12, 16, 47, 26, 43, 46, 53, 54, 61, 105, incisos 1 y 2, 120, 132, y cláusula transitoria vigésima). La posibilidad efectiva de acceso a la información no es una mera aspiración constitucional, sino que importa expresos deberes de quienes se desempeñen en las tres ramas del gobierno. La ley 104 no ha hecho más que reglamentar en una porción importante a las citadas disposiciones constitucionales. Esta vinculación entre derecho a la libertad de expresión y el derecho al libre acceso a la información no sólo surge de elaboraciones doctrinarias, sino también es recogida por la Convención Americana de Derechos Humanos cuando en su artículo 14.1 prescribe que “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”, cláusula de jerarquía constitucional, de acuerdo al artículo 75, inciso 22 de la C.N. Asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dicho al respecto que la libertad de expresión posee dos dimensiones: “requiere, por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de manifestar su propio pensamiento y representa, por lo tanto, un derecho de cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno” (Opinión Consultiva 5/85, párrafo 30). 6. Que, por su parte, la ley 1903, en su artículo 49, inciso d) dispone que la Asesoría tutelar puede intervenir “…en los términos del artículo 59 del Código Civil en todo asunto judicial o extrajudicial que afectare los derechos de las personas menores de edad o de los/las incapaces, y entablar en defensa de estos/estas las acciones y recursos pertinentes, sea en forma autónoma o junto con sus representantes necesarios.” Esta potestad, en sus dos facetas, judicial y extrajudicial, debe armonizarse con las facultades investigativas previstas en el artículo 20 del citado cuerpo legal, en tanto “…los/as magistrados/as del Ministerio Público, en cualquiera de sus jerarquías, pueden requerir, para el mejor cumplimiento de sus funciones en el ámbito de su competencia, informes a los organismos administrativos, a las empresas prestadoras de servicios públicos y a los particulares, así como disponer la intervención de la autoridad preventora para realizar diligencias y citar personas a sus despachos, sin perjuicio de las demás atribuciones que les confieren los ordenamientos procesales en el ámbito específico de las causas en trámite.” Sentados estos preceptos, cabe poner de resalto que las constancias de fs. 13 y 14 –emanadas del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes en la Ciudad de Buenos Aires- dan cuenta de la situación de vulnerabilidad de los menores que habitan el inmueble en cuestión, en la medida en que enfrentarían un posible desalojo. Ante estos elementos y la normativa de aplicación citada, cabe afirmar que la Asesoría Tutelar actuó en el marco de sus funciones al oficiar a la demandada interrogando sobre la situación de las familias que habitan el predio. Y si cabe afirmar que la requisitoria se ajustaba a un límite de competencia fijado por la ley, resultaría inadecuado cercenar la presente vía, cuando se encuentra habilitada por la ley 104 cuando algún pedido de información no es contestado por la autoridad administrativa. De lo contrario, las normas mencionadas sólo posibilitarían que el Ministerio Público requiera de la Administración una información cuya respuesta, de ser negada en forma total o parcial, no podría perseguirse en sede judicial, lo que se opone al andamiaje constitucional que apuntala el deber de información. 7. Que el agravio por el cual el GCBA manifiesta que los informes requeridos por el amparista no son públicos contraría el precepto del artículo 1º de la Constitución de la Ciudad, que funciona como base para la sanción de la ley 104. Asimismo, tampoco puede ser tenida en cuenta la defensa relativa a los contenidos que se encuentran excluídos del deber genérico de informar por la ley 104 (artículo 3º). La propia recurrente manifiesta paradojalmente que la información, de haberla, se encontraría excepcionada de su entrega por tratarse de notas internas u opiniones. Es decir, por un lado afirma su inexistencia, aunque sabiendo, de existir, cual sería su tenor. Tal argumento no puede prosperar. 8. Que, frente a las razones desarrolladas, sólo restar afirmar, en consonancia con la jueza de grado, que no se advierte en autos elementos que permitan apreciar una respuesta suficiente al pedido del Asesor Tutelar, por lo que resulta adecuada la orden de pronto despacho dispuesta en la anterior instancia. En cuanto a las costas, si bien resulta cierto el argumento del GCBA en cuanto a que el Asesor Tutelar no percibe honorarios, esto mismo demuestra la inexistencia de daño, por lo que resulta inoficioso pronunciarse al respecto. Por lo expuesto, el Tribunal RESUELVE: Rechazar el recurso de apelación interpuesto. Regístrese, notifíquese –al Sr. Asesor Tutelar de Cámara en su despacho- y devuélvase.
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